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La telaraña legal
(Primera parte)

Es impresionante el fenómeno de los últimos veinte años de

régimen democrático: se ha dictado más normativa principal y

secundaria (58.256) que la dictada en ciento cuarenta y nueve

años de vida republicana (39.271).

1.- EL LABERINTO LEGAL

Conceptualización
Tomamos prestado el calificativo de “Telaraña Le

gal’ del insigne escritor peruano Don Mario Vargas Llo

sa, contenido y conceptualizado en el Prólogo de la Obra

“El Otro Sendero” de Don Hernando de Soto, con estas

frases1
“Se dice que el número de leyes, dispositivos con fuer

za legal -decretos, resoluciones ministeriales, reglamentos,

etc. - supera en el Perú el medio millón. Es un cálculo apro

ximado porque, en verdad, no hay manera de conocer la ci-

fra exacta: se trata de un dédalo jurídico en el que el in

vestigador cauteloso fatalmente se extravía. Esta cancero

sa prolferación legalística parece la afloración subcons

ciente de la anomalía ética que está en la raíz de la mane

ra como se genera el Derecho en el país (en función de in

tereses particulares en vez del interés general). Una conse

cuencia lógica de semejante abundancia es que cada dis

posición legal tenga, o poco menos, otra que la enmiende,

atenúe o reniegue. Lo que, en otras palabras, significa que

quien está inmerso en semejante piélago de contradiccio

nes jurídicas vive transgrediendo la ley, o -algo acaso más

desmoralizador- que, en una estructura de este semblante,

cualquier abuso o transgresión puede encontrar un veri

cueto legal que lo redima yjustfique.”
La normativa constituye una expresión del derecho,

ésto es una ordenación recta, un orden jurídico que unifi

ca lo múltiple, manifestado en un conjunto de normas co

herentes de la conducta humana tendiente a procurar la

realización de la justicia y, en su accionar, de la paz insti

tucional y social.
Al incluir en la normativa a la Constitución Política

que procura servir a la justicia a través de la idea de liber

tad esencial y, además, proviene de la soberanía del pue

blo, nos encontramos definiendo lo que es un “Estado de

Derecho”.
La normativa legal, en el fondo, no es otra cosa que la

regulación jurídica de la conducta de la sociedad de la na

ción a la cual va dirigida. En cuanto regula la conducta,

traza hipótesis de comportamiento humano frente a situa

ciones explícitas, hipótesis en las cuales se determina el

derecho individual de una parte y el deber de respetarlo de

otra parte. De lo que se sigue que la normativa al instituir

derechos crea simultáneamente deberes de respetarlos.

Por lógica simple, no puede existir un derecho sin el

deber correlativo. La doctrina ha creado una figura paté

tica para representar el fenómeno: derecho y deber son

como las dos cara de una moneda. La moneda de una so

la cara no es una moneda.
Al aplicar a la normativa, para efectos de clasificación

general, el principio de la Pirámide de Kelsen, en el sen

tido de que la Constitución está en el vértice, inmediata

mente abajo las leyes y, en camino hacia la base, las de

más normas que nuestros “legisladores” ostentan atribu

ción legal y competencia para dictarlas, podemos hacer

una división doctrinaria contenida, en tres segmentos:

Constitución, Legislación Principal conformada por las

leyes, y Legislación Secundaria compuesta por el resto de

la normativa.
La regulación de las atribuciones del poder público y

su organización estructural y funcional, la institución del

matrimonio, el domicilio, los actos mercantiles, la inver

Sión extranjera, las infracciones penales, las regulaciones

sanitarias, las condiciones de prestación de servicios pú

blicos privatizados, etc. -para citar muy pocas materias-

constantes en los contenidos pragmáticos de la Constitu

ción de la República, de las leyes, de los reglamentos a las

leyes y de la enorme cantidad de normativa de los órga

nos de la Función Ejecutiva, debe ser consistentes en las

unas con las otras, en forma tal que la regulación de la

conducta humana que les atañe prescriba los mismos

principios en todas éllas, sin distorsiones, sin matices di

ferenciales, sin contradicciones; sin importar el órgano le

gislador o la fecha en el tiempo de su expedición. En eso

consiste la esencia del orden jurídico que unifica lo múl

tiple.
Desaparecida, o cuestionada la esencia de orden que

unifica lo múltiple, la normativa pierde o flaquea su con

cepto esencial de constituir una expresión del derecho, y,

por tanto, menoscaba su idoneidad de producir un orden

normativo tendiente a realizar la justicia, debilita la ob

tención de la paz institucional, social e individual, y final

mente, produce el quebranto del contenido de un “Estado

de Derecho”, característica fundamental de los gobiernos

democráticos.
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La falta de la esencia del orden y la incorrecta regula
ción derecho-deber no solo que debilita la obtención de la
paz institucional y social sino que, a causa de las interpre
taciones subjetivas de una normativa carente de orden,
poco clara y contradictoria, propende de manera inexora
ble en una fenomenología de conflictos de orden polftico,
posibilita y auspicia el desarrollo de la corrupción institu
cionalizada, e instituye un ordenamiento de conflicto en
tre la concentración y acumulación del poder gobernante
y las formas o procedimiento de participación y represen
tación tendientes a la desconcentración, distribución y
descentralización del poder gobernado.

Dicha matriz conflictiva en el Estado e instituciones
democráticas se recarga con las tensiones de ambas diná
micas concentradoras y desconcentradoras del poder, que
operan tanto al interior del mismo Estado como en la mis
ma sociedad civil; y repercute en una más formal que real
separación de poderes del Estado y por consiguiente en
una pugna estructural entre ellos, por la cual tienden a so
breponerse o supeditarse en conflictos de interés, de fuer
zas y competencias. Así, el doble flujo de conflictividades
se desplazan del Estado hacia la sociedad y de ésta hacia
aquél2.

Los LEGISLADORES EN EL PAÍS

Intencionalmente quebrantamos el concepto etimoló
gico de legislador -que legisla, que implanta leyes- para
darlo uno de mayor alcance que abarque a la normativa
proveniente de toda autoridad pública que ostente atribu
ción legal de expedir normas de carácter generalmente
obligatorio, creadoras de derecho, que, de una u otra for
ma, establece derechos y consiguientes obligaciones ins
titucionales y sociales, de cumplimiento forzoso -el dere
cho y el deber- de los involucrados individuales en las hi
pótesis y casuística de la normativa.

El Congreso Nacional
De acuerdo con la Constitución Polftica corres

ponde legislar al Congreso Nacional, esto es expedir, mo
dificar, reformar, derogar e interpretar leyes3.

El Presidente de la República
La Constitución otorga al Presidente de la República la

facultad reglamentaria de las leyes, no encontrándose fa
cultado para contravenir o alterar la ley que reglamenta4.

El Presidente de la República, como titular de un órga
no del poder público -la Función Ejecutiva-, ejerce las fa
cultades normativas mediante decretos ejecutivos, fincado
en todas las atribuciones expresas consignadas en la Cons
titución y demás leyes, y, además, apuntalado en ‘las fa
cultades potenciales y los derechos implícitos que se de
rivan de su atribución constitucional de “cumplir y hacer
cumplir la Constitución, leyes, tratados y convenios inter
nacionales5.

Los ministros de Estado
La facultad normativa de los Ministros de Estado se en

cuentra expresada mediante actos administrativos denomi
nados Acuerdos Ministeriales, cuando uno sólo de éllos la
ejerce, y Acuerdos Interministeriales, cuando el acto lo ex
piden varios ministros, como es del caso de los Acuerdos
generados por parte de los Frentes de Acción de Seguridad
Nacional6.

Los organismos de control
La Constitución Política ha creado siete Organismos de

Control, a saber: la Contraloría General del Estado1, la Pro-
curaduría General del Estado8, el Ministerio Público9, la
Comisión de Control Cívico de la Corrupción’°, la Superin
tendencia de Bancos, la Superintendencia de Compañías, la
Superintendencia de Telecomunicaciones y las Superinten
dencias de Terminales Petroleros’1.

La Junta Monetaria y el Banco Central
Los Arts. 77 y 89 de la Ley de Régimen Monetario y

Banco del Estado acreditaban a la Junta Monetaria la atri
bución de expedir normativa de carácter general a través de
regulaciones, dentro del ámbito de su competencia, las cua
les, por su carácter general, tienen fuerza obligatoria en el
país. El Art. 263 de la Constitución Política sustituyó a la
Junta Monetaria por el Directorio del Banco Central, otor
gándole igual atribución. Esta normativa se enmarca, por
tanto, dentro del segmento de legislación secundaria.

Los consejos superiores o nacionales
Manoseando el laberinto legal ha sido posible identifi

car a los siguientes:
1. En el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, ha si

do creado el Consejo Superior del IESS’2.
2. Dentro del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario, ha

sido creado el Consejo Superior de Desarrollo Agra
rio’3.

3. Con el fin de definir la política cafetalera se ha creado
el Consejo Superior Cafetalero’4.

4. En la Dirección de Aviación Civil, ha sido creado el
Consejo Nacional de Aviación Civil’5.

5. En la Dirección de la Marina Mercante y del Litoral, ha
sido creado el Consejo Nacional de la Marina Mercan
te y Puertos’6.

6. En la Dirección Nacional de Tránsito y Transporte Te
rrestres, y adscrita al Ministerio de Gobierno, ha sido
creado el Consejo Nacional de Tránsito y Transporte
Terrestres’7.

7. Para el ejercicio de las funciones que la Ley de Aguas
otorga al Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráuli
cos, ha sido creado el Consejo Nacional de Recursos
Hídricos’8.

8. Como organismo asesor del Ministerio de Agricultura y
Ganadería, ha sido creado el Consejo Nacional de Se
millas’9.

9. Como Organismo del Ministerio de Salud Pública, ha
sido creado el Consejo Nacional de Salud20.

10. Adscrito al Ministerio de Industrias ha sido creado el
Consejo Nacional de Fijación de Precios de Medica
mentos de Uso Humano21.

11. Con el fin de dictar las políticas generales para la ope
ración y supervisión de las zonas francas, ha sido crea
do el Consejo Nacional de Zonas Francas22.

12. Para orientar, coordinar y armonizar la acción de los
principios pedagógicos y científicos de las Universida
des y Escuelas Politécnicas, ha sido creado el Consejo
Nacional de Universidades y Escuelas Politécnicas23.

13. Para la adopción de políticas y coordinación del Pro
grama Nacional de Alfabetización, ha sido creado el
Consejo Nacional de Alfabetización24.

14. Para la conservación, organización, protección y admi
nistración del Patrimonio Documental, ha sido creado
el Consejo Nacional de Archivos25.
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15. Como organismo permanente de asesoramiento y con

sulta del Ministro de Educación, ha sido creado el Con

sejo Nacional de Educación26.
16. Como organismo técnico consultivo del Ministro de

Trabajo y Recursos Humanos, ha sido creado el Conse

jo Nacional de Salarios, CONADES27.
17. Dentro del Instituto Nacional de Estadística, TNEC, y

para supervisarlo, ha sido creado el Consejo Nacional

de Estadística y Censos28.
18. Adscrito al Ministerio de Educación, ha sido creado el

Consejo Nacional de Deportes29.
19. Para expedir los reglamentos administrativos o técnicos

en los ámbitos de televisión y radiocomunicación, ha

sido creado el Consejo Nacional de Radiodifusión y Te

levisión CONARTEL30.
20. Para recomendar sobre la formulación de la política de

seguridad nacional, ha sido creado el Consejo de Segu

ridad Nacional31.
21. Para la determinación de la política penitenciaria, ha si

do creado el Consejo Nacional de Rehabilitación So

cial32.
22. Para la investigación, coordinación y planificación y

fomento de la actividad cooperativa en el país, ha sido

creado el Consejo Cooperativo Nacional33.

23. Para el control, la coordinación y la protección de los

derechos del menor, ha sido creado el Consejo Nacio

nal de Menores34.
24. Para la regulación de los Hogares de Protección Social,

ha sido creado el Consejo Consultivo Nacional de Pro

tección Social35.
25. Para realizar el estudio, definición y planeamiento de

políticas en aspectos relacionados con la población, ha

sido creado el Consejo Nacional de Población36.

26. Para promover la coordinación nacional de las activida

des relacionadas con el trópico sudamericano, ha sido

creado el Comité de Coordinación Nacional del Progra

ma Cooperativo para el Desarrollo del Trópico Suda

mericano37.
27. Para dirigir, coordinar y supervisar los procedimientos

de modernización del Estado, privatizaciones y presta

ción de servicios públicos por parte de la iniciativa pri

vada, ha sido creado el Consejo Nacional de Moderni

zación del Estado, CONAM38.
28. Para coordinar la ejecución del Programa Nacional de

Empleo, ha sido creado el Consejo Nacional de Em

pleo39.
29. Para ejercer a nombre del Estado las funciones de ad

ministración y regulación de los servicios de telecomu

nicaciones, ha sido creado el Consejo Nacional de Te

lecomunicaciones, CONATEL40.
30. Para regular el sector eléctrico, ha sido creado el Con

sejo Nacional de Electrificación, CONELEC41.

31. Finalmente, creado con el nombre de Consejo Nacional

de Desarrollo, CONADE42,presidido por el Vicepresi

dente de la República, aparece como el órgano de pla

nificación que asumió las funciones de la extinguida

Junta Nacional de Planificación y Coordinación Econó

mica. La vigente Constitución lo ha extinguido.

Es probable que uno o más de estos Consejos Superio

res o Nacionales, si bien se encuentran formalmente vigen

tes, no se hallen en funcionamiento real debido a criterios

de afectación de eventuales derogatorias tácitas.

Las empresas estatales
Dentro del laberinto legal han podido ser identificadas

las siguientes empresas estatales:

1. Empresa Nacional de Leche, en Quito43.

2. Fábrica de Abonos del Estado.

3. Empresa Nacional de Ferrocarriles del Estado43.

4. Empresa de Suministros del Estado.

5. Empresa Pesquera Nacional, EPNA47.

6. Servicio Nacional de Almacén de Libros48.

7. Astilleros Navales Ecuatorianos, ASTINAVE49.

8. Instituto Ecuatoriano de Electrificación, INECEL50.

9. Banco Nacional de Fomento51.

10. Empresa Nacional del Semen, ENDES52.

11. Empresa Nacional de Talleres Industriales Demostrati

vos, ENTID33.
12. Banco Ecuatoriano de la Viviendas.

13. Instituto Ecuatoriano de Crédito Educativo y Becas,

1ECE55
14. Transportes Navieros Ecuatorianos, TRANSNAVE.

15. Empresa Nacional de Almacenamiento y Comercializa

ción de Productos Agropecuarios y Agroindustriales,

ENAC37.
16. Empresa Nacional de Productos Vitales, ENPROVIT58.

17. Corporación Financiera Nacional59.
18. Flota Petrolera Ecuatoriana, FLOPEC60.

19. Empresa Nacional de Correos61.
20. Corporación Nacional de Apoyo a las Unidades Popu

lares Económicas, CONAUPE62.
21 Empresa Estatal Petróleos del Ecuador, PETROECUA

DOW3.
22. Empresa Estatal de Telecomunicaciones, EMETEL.

convertida en sociedades anónimas denominadas AN

DINATEL y PACWICTELM.
23. Empresa Estatal de Aviación Transportes Aéreos Mili

tares Ecuatorianos, TAME65.

24. Fondo de Inversión Social de Emergencia, FISE.

25. Empresa Cantonal de Agua Potable y Alcantarillado de

Guayaquil, ECAPAG67.

El régimen seccional autónomo
Integran el Régimen Seccional Autónomo los Consejos

Provinciales y los Municipios. Su facultad legislativa, de

cumplimiento obligatorio en la circunscripción territorial

provincial o cantonal, respectivamente, se manifiesta por

ordenanzas.

Otras entidades u organismos públicos

Entre muchas otras instituciones, han sido identificadas

las siguientes:
1. La Superintendencia de Te1ecomunicaciones.

2. Instituto para el Ecodesarrollo Regional Amazónico70.

3. El Instituto Geográfico Militar71.
4. El Centro de Levantamientos Integrados de Recursos

Naturales por Sensores Remotos, CURSEN72.

5. El Instituto Oceanográfico de la Armada, INOCAR’3.

6. El Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Arma

das, ISSFA74.
7. El Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional,

ISSPOL75.
8. La Corporación de Desarrollo e Investigación Geológi

ca - Minero - Metalúrgica76.
9. Las Autoridades Portuarias77.
10. El Instituto Nacional Autónomo de Investigaciones

Agropecuarias, TNIAP78
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11. El Instituto Ecuatoriano Forestal y de Areas Naturales y
Vida Silvestre, INEFAN.79

12. El Instituto Nacional de Colonización de la Región
Amazónica Ecuatoriana, INCRAE.8°

13. El Centro de Reconversión Económica del Azuay, Ca
ñar y Morona Santiago, CREA.8’

14. El Centro de Rehabilitación de Manabí, CRM.
15 La Comisión de Estudios para el Desarrollo de la Cuen

ca del Río Guayas, CEDEGE.83
16. El Programa Nacional para el Desarrollo del Sur del

Ecuador, PREDESUR.
17. La Corporación Ecuatoriana de Turismo, CETUR.85
18. El Instituto Nacional de Patrimonio Cultural.
19. El Instituto Nacional de Nutrición.87
20. El Instituto Nacional de Energía, INE.88
21. El Instituto Nacional de Meteorología e Hidrología,

22. El Instituto Nacional de Higiene y Medicina Tropical
Leopoldo Izquieta Pérez”.9°

23. El Instituto Ecuatoriano de Normalización, INEN.9’
24. El Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias, IEOSY2
25. La Junta Nacional de la Vivienda.93
26. La Comisión de Tránsito del Guayasf4
27. El Centro de Salud Pecuaria95.

Habría que agregar a la lista los organismos públicos
que desempeñan funciones de administradores de fondos
de inversión provinciales o regionales, institucionalizados
por las Leyes de Creación de Fondos Especiales; aquellos
con funciones de desarrollo regional, provincial o local,
con financiamiento específico; y las sociedades anónimas
con capital social suscrito y pagado en su totalidad por so
cios correspondientes a entidades u organismos del sector
público, como es el caso de las Empresas Eléctricas.

EXPEDICIÓN DE LA NORMATIVA, REFORMAS,

DEROGATORIAS

La expedición de la normativa conlleva, siempre, un
acto de voluntad de los legisladores -individualizados en
el Capítulo anterior- que ostentan atribución constitucio
nal o legal para expedir el acto normativo.

La evolución de los conceptos sociales, el respeto a
los derechos humanos, el derecho a vivir en un medio am
biente libre de contaminación, la irrupción de nuevas for
mas delincuenciales, las variantes de la economía, el
avance de la técnica, el desarrollo mercantil e industrial,
los requerimientos de ingresos estatales y descentraliza
dos, las innovaciones de las relaciones regionales e inter
nacionales, y muchas otras realidades, obligan a los legis
ladores a revisar y actualizar la normativa para adaptarla
a la regulación de actuales realidades, mediante la expe
dición de nueva, inédita en la historia del país; readaptán
dola con modificaciones o reformas a la ya existente; y o
derogando la obsolescencia de las regulaciones a realida
des desaparecidas.

Esto es, mediante el reconocimiento de nuevas reali
dades decidir su regulación expresa, con el objetivo de
obtener una ordenación recta, un orden jurídico que uni
fique lo múltiple, tendiente a procurar la realización de la
justicia y la paz institucional y social.

La normativa, en consecuencia, debería ser dinámica
en la misma medida del reconocimiento a las nuevas rea

lidades técnicas, sociales, étnicas, convencionales, etc.
Dinamia que depende del mayor o menor grado de activi
dad que el sector público esté dispuesto a generar, tanto
en la conveniencia política de reconocer a las primeras
cuanto en el riesgo de acierto en la regulación respectiva.

Promulgación de la normativa
Promulgar consiste en hacer público el contenido del

acto normativo para propagar su conocimiento. El meca
nismo de divulgación para las reformas de la Constitución,
leyes, decretos-ley, decretos, reglamentos, acuerdos minis
teriales, actos normativos, Presupuesto General del Estado
y más actos jurídicos de obligatoriedad general, dictados
por los poderes y órganos estatales, es su publicación en el
Registro OficiaP.

Sin embargo hay dos excepciones que limitan la divul
gación general o inmediata: una por el contenido secreto de
la normativa, que debe promulgarse en un Registro Oficial
Reservado, con limitada edición, a cargo del Ministerio de
Defensa Nacional97;y otra, en razón de la materia, que fa-
culta a “los legisladores” a expedir regulaciones que rijan
desde la fecha de su expedición, sin perjuicio de su promul
gación posterior98.

Reformas y derogatorias expresas
La atribución jurídica de reformar o derogar -abrogar,

revocar, retirar- el acto normativo tiene la misma naturale
za jurídica que la genérica atribución expresa de la cual
proviene la potestad de dictarlo por el órgano.

Desde el punto de vista objetivo, la derogación se re
suelve en la emisión de un acto jurídico normativo que tie
ne por objeto hacer cesar, en forma volitiva y expresa, los
efectos de un acto normativo anterior, esto es, esterilizarle
su capacidad jurídica productiva, eliminando para el futuro
las relaciones jurídicas reales o potenciales -derecho y de
ber- generadas por él.

La reforma se resuelve en la emisión de un acto norma
tivo volitivo y expreso, que tiene por objeto modificar, al
terar, regular, limitar, ampliar, restringir, etc. uno o más de
rechos y deberes inherentes nacidos de un acto normativo
anterior, considerado el acto unitariarnente’, y de mejorar
la coherencia con el resto de la normativa, considerado el
acto reformatorio en su conjunto con el resto de la norma
tiva vigente.

Uno de los elementos esenciales de los actos normati
vos es la voluntad de la autoridad de generarlos. Si son ac
tos normativos reformatorios expresos, este elemento esen
cial necesariamente debería estar presente, toda vez que el
acto reformado y el reformatorio, al fundirse, conformarán
una unidad regulatoria de derechos y deberes que involu
cran a la sociedad’°.

Derogatoria por decisión judicial
Un acto normativo irregular puede ser declarado in

constitucional o nulo por los órganos de la Función Judicial
con atribución y competencia específicas. En este caso no
se produce la derogatoria, en estricto sentido, del acto nor
mativo, por parte de la Función Judicial, por razones sub
jetivas y objetivas: en términos subjetivos puesto que no es
el mismo órgano o poder que lo dictó, y en términos obje
tivos en el sentido de que la sentencia se retrotrae al pasa
do y la derogatoria no. Se trata de las consecuencias jurídi
cas de una sentencia respecto al futuro, con efectos genera
les, que determina que, por razones de validez, el acto nor
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mativo objeto del examen es inconstitucional o nulo y, por
tanto, pierde su vigencia desde su origen.

Reformas y derogatorias tácitas
Constituye derogación tácita cuando la nueva ley con

tiene disposiciones que no pueden conciliarse con las de la
ley anterior, en forma total o parcial. La derogación tácita
deja vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la
misma materia, todo aquello que no pugna con las disposi
ciones de la nueva ley’°2.

Es de notar que la regla se refiere sólo a “leyes” y no a
los demás medios de generación de la normativa, como re
glamentos, decretos ejecutivos, acuerdos ministeriales, re
soluciones, etc.

Derogatoria por decaimiento u obsolescencia
Los actos normativos pueden extinguirse por la conse

cución de un hecho del todo independiente a la voluntad de
su legislador. No puede hablarse, en consecuencia, de una
derogación propiamente dicha pues no procede de la vo
luntad del agente emisor, pero sus efectos en el futuro son
iguales a la derogatoria. Ello ocurre cuando el hecho hace
cesar al acto normativo de sus efectos en cuanto regula de
rechos y consiguientes deberes y lo toma absolutamente
inútil103. O por la pérdida de eficacia que experimenta un
acto administrativo normativo por circunstancias supervi
nientes que hacen desaparecer un presupuesto de hecho o
de derecho, indispensable para su existencia°.

Derogatoria por codificación
En las codificaciones a las leyes se suele insertar, al fi

nal del texto de la ley codificada, una nota que divulga la
normativa legal que sirvió de base a la codificación de la
referencia. El problema es determinar, en consecuencia, la
situación jurídica de la normativa legal que, al servir de ba
se de estudio, se integra al texto de la codificación, produ
ciéndose una fusión en una disposición única de carácter
normativo. Por otra parte es obligación, además, de citar,
en adelante, el nuevo texto y la nueva numeración dada por
la codificación.

2.- EL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA ORDINARIA

El síndrome del juzgador
La administración de justicia tiene como finalidad ge

neral dar a cada uno lo suyo, con el propósito definido de
precaver la paz social, en la interrelación recíproca de de
rechos y obligaciones, individuales o colectivos, que se ge
neran y desarrollan dentro de las actividades cotidianas de
los miembros de una sociedad. Esta administración se de
sarrolla a base de un proceso ritual con reglas típicas insti
tuídas en el derecho procesal, al cual se someten expresa
mente el juzgador, el titular del derecho y el presunto obli
gado, en una relación conceptual de jurisdicción, acción y
proceso para dirimir un conflicto de intereses105.

En los elementos constitutivos de dar a cada uno lo su
yo, al reconocer derechos a uno de los litigantes, quita algo
al otro litigante afectando su patrimonio real o potencial,
imponiéndole obligaciones de pagar o desconociendo sus
peticiones de cobrar; afectando su derecho a la libertad con
sentencias condenatorias o declarando la inocencia del sin
dicado afectando al presuntamente ofendido. En la admi

nistración de justicia es jurídicamente imposible partir por
mitades una realidad jurídica para contentar a los dos con
tendientes: siempre alguien pierde algo en beneficio de
otro.

Los juzgadores están conscientes de esta realidad física
o práctica y han llegado a convencerse de que los “perde
dores de juicios, porque no tuvieron razón en sus recla
mos” son sus enemigos natos; son quienes interponen re
cursos, incluído de casación; son los actores de las quejas
por mal desempeño presentadas a los estamentos superio
res que pueden afectar la estabilidad del juzgador; son en
fin, en forma personal o por influjo, capaces de convertirse
en autoridades nominadoras de los juzgadores con oportu
nidad de los períodos del ejercicio de su cargo o por las fre
cuentes reorganizaciones de la Función Judicial.

El doble criterio judicial
Hay un caso clásico, histórico, de un doble criterio ju

dicial sobre la misma materia, objetiva y jurídicamente
considerada.

El actual Art. 18 del Código Civil, repetido en todas sus
versiones históricas, dispone:

“Los jueces no pueden suspender ni denegar la admi
nistración de justicia por oscuridad o falta de ley...”

En fecha 21 de marzo de 1936, la Excma. Corte Supre
ma de Justicia dictó sentencia de última instancia en forma
coherente con el Código Civil:

Entablada una demanda civil, el juez tiene que resol
verla; no puede suspender o denegar la administración de
justicia ni por oscuridad o falta de ley, a no ser que el ac
tor o recurrente se separe de un modo expreso o tácito de
continuar el juicio o de sostener el recurso

Con fecha 7 de septiembre de 1982, la Excma. Corte
Suprema de Justicia dictó sentencia de última instancia, en
forma incoherente con el Código Civil:

La Constitución Política que nos rige, en el régimen de
familia y en su Art. 25 reconoce que la unión estable y mo
nogámica de un hombre y una mujer sin vínculo matrimo
nial con otra persona que formen un hogar de hecho, ge
nera una sociedad de bienes, sujeta a las regulaciones de
la sociedad conyugal, en cuanto fuesen aplicables, salvo
que hubiesen estipulado otro régimen económico o consti
tuído en beneficio de sus hijos comunes patrimonio fami
lia,: Mas, si bien la instituciónfue creada, para el ejercicio
de las acciones que de élla emana es ineludible la existen
cia del requisito o elemento condicionante, es decir su con
ditiojuris: la expedición de la ley que determine el tiempo,
condiciones y circunstancias de aquella unión defacto. Es
pues, requisito sine qua non que tal ley exista, sin la cual
ni el juzgador ni las partes puedan suplirla”

Dentro de la administración de justicia de lo contencio
so administrativo, en el proceso No. 3542-DE, la Primera
Sala del Tribunal Distrital de Quito, en providencia de 21
de enero de 1997, resolvió:

La Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Contencio
so Administrativo, Distrito de Quito, no puede conocer so
bre el caso planteado porfalta de ley y ordena su archivo.”

El Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo
con sede en Quito, en pleno, ha hecho gala del uso del do
ble criterio judicial, con motivo de las resoluciones dicta
das en procesos simultáneos, en la tramitación de recursos
de amparo contra el establecimiento de glosas por parte de
la Contraloría General del Estado, en razón de que la Cons
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titución Política redujo las atribuciones contraloras a “de
terminar presunciones de responsabilidad civil” introduci
do en los bloques de reformas a la Constitución de 1978 108,

hoy en desuso:
El Tribunal Constitucional también ha utilizado el do

ble criterio judicial, como puede observarse de dos Resolu
ciones:

En la Resolución No. 07-RA-97, dictada el 16 de junio
de 1997, concedió el recurso de amparo solicitado en de
manda suscrita, contra glosas de la Contraloría, por el Dr.
Carlos Pardo Montiel, como Presidente del Tribunal Supre
mo Electoral, y por todos los Vocales del Tribunal, entre
ellos el Dr. Miguel Camba C. La Resolución dictada por los
jueces doctores Marco Morales Tobar, Vicente Burneo
Burneo y Rosendo López Novillo, con este texto: “Resuel
ve, Aceptar la apelación presentada por el doctor Carlos
Pardo Montiel, Presidente del Tribunal Supremo Electoral,
y otros vocales de ese organismo. Conceder el recurso de
amparo formulado en contra del Director de Responsabili
dades de la Contraloría General del Estado, y en conse
cuencia suspender el acto administrativo (glosas) expedido
el 30 de diciembre de 1996, con oficio No. 30592...”.

Sin embargo, en Resolución No. 55-98-RA, dictada el
26 de febrero de 1998, en recurso de amparo, fundamenta
do en la jurisprudencia anterior, el Tribunal Constitucional
negó el recurso de amparo, en Resolución dictada por los
señores Dr. Darwin Muñoz Serrano, Dr. Xavier Muñoz Ch.
y Dr. Miguel Camba C., con este texto: “Si bien se eviden
cia que la Contraloría General del Estado, al expedir el ac
to administrativo No. 2793-DIRES de 5 de noviembre de
1997, contrarió el artículo 144 de la Carta Fundamental, al
determinar responsabilidades civiles y no presunciones ci
viles, como correspondía, el establecimiento de glosas no
implica determinación de presunción de responsabilidad
civil, ni constituye acto administrativo que cause estado,
pues permite al recurrente desvanecerla en sede adminis
trativa y dentro del plazo concedido al efecto ... En conse
cuencia, desecha el amparo solictado”.

Es inquietante resaltar las dos opiniones jurídicas del
Dr. Miguel Camba C.: primero, demandante del recurso de
amparo contra glosas de la Contraloría (Proceso 07-RA-
97), beneficiándose del recurso de amparo favorable; y, se
gundo, como Juez del Tribunal Constitucional (Proceso 55-
98-RA), negando el recurso de amparo contra glosas de la
Contraloría; en dos procesos jurídicamente idénticos.

El principio de unidad jurisdiccional
El Art. 191 de la Constitución Política, en su inciso pri

mero, dispone que
“El ejercicio de la potestad judicial corresponderá a

los órganos de la Función Judicial. Se establecerá la uni
dadjurisdiccional.”

¿En qué consiste la potestad judicial?. La actividad de
dirimir conflictos y decidir controversias es uno de los fi
nes primarios del Estado. Sin esa función, el Estado no se
concibe como tal. Privados los individuos de la facultad de
hacerse justicia por su propia mano, el orden jurídico les ha
investido del derecho de acción y al Estado de la Jurisdic
ción’08. De esos fines primarios nace la potestad de admi
nistrar justicia, por parte exclusiva de un órgano del poder
público especializado.

Con el fin de llevar a la práctica el principio de la uni
dad jurisdiccional y la prohibición de distraer a una perso

na de su juez competente, consta en la Constitución Polfti
ca la Disposición Transitoria Vigésima Sexta, por la cual se
ordena que todos los jueces que dependan de la Función
Ejecutiva pasarán a la Función Judicial. Tales jueces son:
1. La Corte Nacional de Menores”°.
2. La Corte de Justicia Militar111.
3. La Corte de Justicia Policial”2.
4. El Ministro de Agricultura y Ganadería para resolver

las controversias en que fueren parte comunidades
campesinas”3.

5. Los Jefes de las Agencias o Distritos del INERHJ para
tramitar y resolver en primera instancia las controver
sias referentes a la Ley de Aguas, correspondiendo en
segunda y definitiva instancia conocer y resolver al
Consejo Consultivo de Aguas”4.Dentro del proceso de
modernización del Estado se sustituyó al INERHI por
el Consejo Nacional de Recursos Hídricos”.

6. Los Comisarios de Salud son los jueces competentes
para conocer y juzgar infracciones sanitarias”6.

7. Al Director General de Obras Públicas del Ministerio
de Obras Públicas le corresponde conocer y resolver los
litigios relacionados con los caminos públicos”7.

8. Los intendentes de Policía, comisarios nacionales y te
nientes políticos, son los juzgadores natos de las contra
venciones de policía”8.

9. Jurisdicción y competencia privativas otorgadas a di
versos funcionarios para el juzgamiento de infracciones
tipificadas en leyes, como el Director Ejecutivo del
Programa Nacional del Banano, por haber el compra
dor evadido o incumplido el pago del precio mínimo de
sustentación al productor de la fruta”9. El Ministro de
Agricultura, por las infracciones cometidas en la co
mercialización y empleo de plaguicidas’20.El Director
General de Desarrollo Agrícola del Ministerio de Agri
cultura y Ganadería o los Directores Zonales Agrope
cuarios, por las infracciones respecto a la introducción
y propagación de semillas, con recurso de apelación an
te el Subsecretario de Agricultura y Ganadería’2’.El Di
rector Zonal Agropecuario o el Jefe Provincial Agrope
cuario del Ministerio de Agricultura y Ganadería, de la
jurisdicción donde se haya cometido las infracciones de
sanidad vegetal, con apelación ante el Director Nacio
nal de Desarrollo Agrícola, cuya resolución causa eje
cutoria’22.El Intendente del Parque Nacional de su ju
risdicción, juzga las infracciones cometidas en las zo
nas de reserva y parques nacionales’23.

10. Jurisdicción y competencia privativas otorgadas a di
versos funcionarios para el juzgamiento de infracciones
tipificadas en legislación secundaria -no en Ley-, como
los funcionarios del Ministerio de Medio Ambiente pa
ra juzgar las infracciones contempladas en la Ley Fo
restal y de Areas Naturales y de Vida Silvestre’24.El Mi
nistro de Comercio Exterior, Industrialización y Pesca,
el juzgamiento por infracciones de calidad en el café de
exportación’25,y cacao’26. El Servicio Ecuatoriano de
Sanidad Agropecuaria SESA, el juzgamiento de infrac
ciones del certificado de calidad de exportación de ca
fe’27; por infracciones relativas a la credencial de acre
ditación de servicios agropecuarios’28;y por las infrac
ciones a los requisitos fitosanitarios para la importa
ción’29.La Dirección Nacional Agropecuaria del Minis
terio de Agricultura y Ganadería, el juzgamiento de in
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fracciones cometidas en el mantenimiento de muestras
vivas vegetales130.Las autoridades sanitarias del Minis
terio de Agricultura y Ganadería por infracciones co
metidas en plantas de incubación artificial de aves131.El
Ministro de Agricultura y Ganadería por infracciones
en la comercialización de aves para consumo huma
no132. El Director del Parque Nacional Galápagos por
infracciones cometidas en el Parque’33.El Director del
Instituto Ecuatoriano Forestal y de Areas Naturales y de
Vida Silvestre 1NEFAN, por infracciones a la patente
forestal y guías de movilización de madera’34.El Direc
tor General de Pesca, por infracciones en la pesca de
langosta’35;por comercialización y transporte de cama
rón’36; por captura de larvas de camarón marino’37. El
Director del Programa Nacional del Cacao, por infrac
ciones en la comercialización interna de cacao en gra
no138. El Director Nacional Agrícola del Ministerio de
Agricultura y Ganadería, con apelación ante el Subse
cretario Administrativo, de las infracciones a la comer
cialización de flores’39.Citas de una muestra en el ám
bito agrícola, agropecuario y forestal, de un universo
mayor.
No es complicado, jurídicamente, mediante reformas a

las leyes, pasar a que integren la Función Judicial las Cor
tes de Menores, de Justicia Militar y de Justicia Policial.

Integrar a la Función Judicial la jurisdicción privativa
del Consejo Consultivo de Aguas, del Ministro de Salud
Pública, del Ministro de Agricultura, del Director General
de Obras Públicas, dentro de las competencias específicas
señaladas, aparece, en realidad, más complicado jurídica
mente. Si a ello sumamos la integración de las jurisdiccio
nes de los cientos de funcionarios públicos juzgadores de
infracciones tipificadas en ley, en el ejercicio de jurisdic
ciones y competencias específicas, realmente requerirá de
un consciente y profundo estudio.

En cuanto a la jurisdicción y competencia otorgada a
cientos de funcionarios públicos, por la tipificación como
infracciones penales, administrativas o de otra naturaleza,
identificadas en la normativa secundaria, con evidente
irrespeto a la garantía prevista en el numerales 1°. del Art.
24 y 2°. del Art. 141 de la Constitución Polftica, por carac
terizar su origen contradictorio a la Constitución y a las Le
yes, sería ocioso jurídicamente integrar a tales funcionarios
a la Función Judicial.

La capacidad instalada
La administración de justicia constituye un servicio que

presta el Estado a sus habitantes, servicio que debe constar
con una capacidad instalada apta para responder a las de
mandas del servicio por parte de la sociedad civil. Bajo es
te punto de vista el servicio se encuentra sujeto, quiéralo o
no los administradores de justicia, a las leyes de oferta y
demanda de servicios.

La oferta del servicio se identifica con el número de
juzgados ordinarios organizados y en funcionamiento en
el territorio de la República, y con la capacidad, celeridad
y acierto en la resolución de los casos puestos a conside
ración de los jueces. La demanda del servicio se identifi
ca con la presentación real de solicitudes por escrito de
los actores para tutelar un derecho subjetivo y de los de
mandados para negar la existencia o aplicabilidad de un
deber jurídico frente al derecho alegado, deducidos ante
un juez de base.

De las estadísticas divulgadas’44 se llega a la conclusión
que existe un desequilibrio entre la oferta y la demanda de
servicios de administración de justicia en el Ecuador, dese
quilibrio que se acerca al cincuenta por ciento de la rela
ción, en un promedio ponderado, anotando que “en tjrmi
nos generales los desequilibrios entre oferta y demanda
llevan a la corrupción, identificada, en el ambiente mer

cantil, como especulación “.

1. EL OTRO SENDERO, la Revolución Informal. Editorial DIANA, Tercera Impre
sión Mexicana, Enero de 1991. Prólogo, Página XXIV

2. Conflicto y Democracia en Ecuador. José Sanchez-Parga. Serie Diálogos. Edicio
nes Centro Andino de Acción Popular -CAAP- Quito, abril de 1995. Impresión Al
bazul Offset.

3. Art. 130 numeral 5o.de la Constitución.
4. Numeral 5o. del Art. 171 de la Constitución.
5. Numeral lo. del Art. 171 de la Constitución.
6. Creados por el Art. 18 de la Ley de Seguridad Nacional.
7. Art. 211 de la Constitución Política
8. Art. 214 de la Constitución Política
9. Art. 217 de la Constitución Política
10. Art. 220 de la Constitución Política
11. La penúltima creada por la Ley Especial de Telecomunicaciones, dictada por Ley

No. 184, Registro Oficial No. 996, de 10 de agosto de 1992, reformada por Ley N°
94, Registro Oficial N° 770 de 30 de agosto de 1995; y la última creada por la Ley
de Régimen Administrativo de Terminales Petroleros, dictada por Decreto Supre
mo N° 1173, Registro Oficial No. 288 de 4 de marzo de 1977

12. Arts. 3 y 4 de la Codificación de la Ley del Seguro Social Obligatorio, Suplemen
to del Registro Oficial No. 21 de 8 de septiembre de 1988.

13. Arts. 27 y 28 de la Ley de Desarrollo Agrario, dictada por Ley N° 54, Suplemento
del Registro Oficial N°461 de 14 de junio de 1994. Ley codificada, publicada en el
Suplemento del Registro Oficial N° 461 del 14 de junio de 1994.

14. Arts. 2 y 4 de la Ley Especial del Sector Cafetalero, Registro Oficial N° 657 de 20
de marzo de 1995.

NOTAS
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NOTAS 15. Arts. 4y5 de la Ley de Aviación Civil, Decreto Supremo No. 236, Registro Oficial
No. 509 de 11 de marzo de 1974.

16. Arts. 2 y 3 de la Ley General de Puertos, Decreto Supremo No. 289, Registro Ofi
cial No. 67 de 15 de abril de 1976.

17. Art. 21 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, Ley sin, Registro Oficial No.
1002 del 2 de agosto de 1996.

18. Art. 1 del Decreto Ejecutivo No. 2224, Suplemento del Registro Oficial No. 558 de
28 de octubre de 1994.

19. Art. 1 del Decreto Supremo No. 357-RR, Registro Oficial No. 96 de 28 de mayo de
1976.

20. Arts. 1 y 3 del Decreto Ejecutivo No. 3658, Registro Oficial No. 861 de 27 de ene
ro de 1988.

21. Art. 1 de la Ley del Consejo Nacional de Fijación de Precios de Medicamentos de
Uso Humano, Ley No. 152, Registro Oficial No. 927 de 4 de mayo de 1992.

22. Art. 7 de la Ley No. 1, Registro Oficial No. 625 de 19 de febrero de 1991.
23. Arts. 8 y 9 de la Ley de Universidades y Escuelas Politécnicas, Ley No. 88, Regis

tro Oficial No. 243 de 14 de mayo de 1982.
24. Art. 1 del Decreto Ejecutivo No. 93, Registro Oficial No. 137 de 29 de febrero de

1980.
25. Art. 4 de la Ley del Sistema Nacional de Archivos, Ley No. 92, Registro Oficial

No. 265 de 16 de junio de 1982.
26. Arts. 25 y 26 de la Ley de Educación, Ley No. 127, Registro Oficial No. 484 de 3

de mayo de 1983.
27. Art. 120 del Código del Trabajo.
28. Art. 5 de la Ley de Estadística, Decreto Supremo No. 323, Registro Oficial No. 82

de7de mayo de 1976.
29. Arts. 28 y 30 de la Codificación de la Ley de Educación Física, Deportes y Recrea

ción, Registro Oficial No. 436 de 14 de mayo de 1990.
30. Ley s/n, Registro Oficial No. 691 de 9 de mayo de 1995.
31. Arts. 9 y 11 de la Ley de Seguridad Nacional, Decreto Supremo No. 275, Registro

Oficial No. 892 de 9 de agosto de 1979.
32. Arts. 3 y 4 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, Ley No. 95,

Registro Oficial No. 282 de 9 de julio de 1982.
33. Arts. 89 y 90 de la Ley de Cooperativas, Decreto Supremo No. 1031, Registro Ofi

cial No. 123 de 20 de septiembre de 1966.
34. Art. 204 del Código de Menores, Ley 170, Suplemento del Registro Oficial No. 995

de 7 de agosto de 1992.
35. Arts. 45 y 46 de la Ley Orgánica de Hogares de Protección Social, Decreto Supre

mo No. 4, Registro Oficial No. 15 de 12 de noviembre de 1937.
36. Art. 2 del Decreto Supremo No. 832, Registro Oficial No. 621 de 21 de agosto de

1974.
37. Arts. 2 y 3 del Comité del Programa Cooperativo para el Desarrollo del Trópico Su

damericano, Decreto Supremo No. 1356, Registro Oficial No. 193 de 28 de no
viembre de 1972.

38. Arts. 8, 9 y 11 de la Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación
de Servicios Públicos por parte de la Iniciativa Privada, Ley No. 50, Registro Ofi
cial No. 349 de 31 de diciembre de 1993.

39. Arts. 2 y 3 del Consejo Nacional de Empleo, Decreto Ejecutivo No. 2449, Registro
Oficial No. 692 de 27 de febrero de 1984.

40. Arts. 10 y 11 de la Ley No. 94 Reformatoria a la Ley Especial de Telecomunicacio
nes, Registro Oficial No. 770 de 30 de agosto de 1995.

41. Art. 14 de la Ley de Régimen del Sector Eléctrico, Suplemento del Registro Oficial
No. 43 de 10 de octubre de 1996.

42. Creado por el Art. 90 de la Constitución Política de 1979. Regulado por la Ley Or
gánica del CONADE, Ley No. 2, Registro Oficial No. 102 de 10 de enero de 1985.

43. Arts. 1 y 4 del Decreto Supremo No. 1972, Registro Oficial No. 327 de 7 de sep
tiembre de 1964.

44. Decreto Supremo No. 148, Registro Oficial No. 444 de 24 de febrero de 1965.
45. Arts. 1 y 3 del Decreto Supremo No. 183, Registro Oficial No. 34 de 7 de agosto

de 1970.
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NOTAS 46. Decreto Supremo No. 1005-H, Registro Oficial No. 267 de 15 de julio de 1971. Por

Decreto Ejecutivo No. 1847, Registro Oficial No. 475 de 4 de julio de 1994, se dis

pone la supresión de la Empresa y la liquidación de la misma a cargo del Ministe

rio de Finanzas.
47. Decreto Supremo No. 04-J, Registro Oficial No. 225 de 16 de enero de 1973. Por

Decreto Ejecutivo No. 1041, Registro Oficial No. 264 de 30 de agosto de 1993, se

dispone la disolución y liquidación de la Empresa.
48. Decreto Supremo No. 1594, Registro Oficial No. 339 de 27 de octubre de 1971.

Acuerdo Ministerial No. 3046, Registro Oficial No. 720 de 20 de junio de 1995.

Suprimida por Decreto Ejecutivo 683 publicado en el Suplemento del Registro Ofi

cial No. 149 de 16 de marzo de 1999.
49. Arts. 1 y 8 del Decreto Supremo No. 1513, Registro Oficial No. 218 de 5 de enero

de 1973.
50. Arts. 8 y 10 de la Ley Básica de Electrificación, Decreto Supremo No. 1042, Re

gistro Oficial No. 387 de 10 de septiembre de 1973. En proceso de liquidación, re

gulado por Decreto Ejecutivo 404 publicado en el Registro Oficial 90 de 17 de di

ciembre de 1998.
51. Arts. 3 y 12 de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Fomento, Decreto Supremo

No. 327, Registro Oficial No. 526 de 3 de abril de 1974.

52. Arts. 2 y 13 del Decreto Supremo No. 1242, Registro Oficial No. 698 de 10 de di

ciembre de 1974.
53. Arts. 2 y 8 del Decreto Supremo No. 1327, Registro Oficial No. 711 de 30 de di

ciembre de 1974.
54. Arts. 2 y 25 de la Ley del Banco Ecuatoriano de la Vivienda codificada mediante

Resolución de la Superintendencia de Bancos No. 75-354, Registro Oficial No. 802

de 14 de mayo de 1975.
55. Arts. 2 y 11 de la Ley del Instituto Ecuatoriano de Crédito Educativo y Becas, ¡E-

CE. Codificación sin, Registro Oficial No. 48 de 19 de marzo de 1976.

56. Decreto Supremo No. 144-C, Registro Oficial No. 325 de 6 de octubre de 1971; y
Arts. 2 y 5 de la Ley de la Empresa Transportes Navieros Ecuatorianos, TRANS

NAVE. Decreto Supremo No. 1152, Registro Oficial No. 283 de 25 de febrero de

1977.
57. Arts. 2 y 6 de la Ley de la Empresa Nacional de Almacenamiento y Comerciali

zación de Productos Agropecuarios y Agroindustriales, ENAC. Decreto Supremo

No. 1683-A, Registro Oficial No. 397 de 9 de agosto de 1977. Suprimida por De

creto Ejecutivo 967, publicado en el Registro Oficial 223 de 26 de diciembre de

1997.
58. Arts 2 y 6 de la Ley de la Empresa Nacional de Productos Vitales, ENPROVIT. De

creto Supremo No. 1683, Registro Oficial No. 397 de 9 de agosto de 1977. Supri

mida por Decreto Ejecutivo 197, publicado en el Registro Oficial 47 de 15 de oc

tubre de 1998.
59. Arts. 3 y 5 de la Ley de la Corporación Financiera Nacional. Ley sin, Registro Ofi

cial 154 de 17 de septiembre de 1997.
60. Se transforma en Empresa Estatal por Decreto Supremo No. 2450, Registro Oficial

No. 579 de 4 de mayo de 1978. Arts. 2 y 6.
61. Arts. 3 y 9 de la Ley General de Correos. Decreto Supremo No. 3683, Registro Ofi

cial No. 888 de 3 de agosto de 1979. Desmonopolizada por Decreto Ejecutivo No

1798, Registro Oficial No 454 de 3 de junio de 1994.

62. Arts. 3 y 6 de la Ley de la Corporación Nacional de Apoyo a las Unidades Popula

res Económicas, CONAUPE. Ley No. 44, Registro Oficial No. 257 de 21 de agos

to de 1989. Suprimida por Decreto Ejecutivo 683, Suplemento del Registro Oficial

No. 149 de 16 de marzo de 1999.
63. Arts. 2 y 4 de la Ley de la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador, PETROECUA

DOR, y sus Empresas Filiales. Ley No. 45, Registro Oficial No. 283 de 26 de sep

tiembre de 1989.
64. Ley Especial de Telecomunicaciones. Ley No. 184, Registro Oficial No. 996 de 10

de agosto de 1992, reformada por Ley No. 94, Registro Oficial No. 770 de 30 de

agosto de 1995, por cuyo Art. 9 se elimina la personerfa jurfdica de EMETEL, el

órgano de gobierno -Directorio- y los órganos de administración.

65. Arts. 4 y 7 de la Ley Constitutiva de la Empresa Estatal de Aviación Transportes

Aéreos Militares Ecuatorianos, TAME. Ley No. 105, Registro Oficial No. 506 de

23 de agosto de 1990.
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NOTAS 66. Arts. 2 y 3 del Decreto Ejecutivo No. 121, Registro Oficial No. 28 de 17 de sep
tiembre de 1998.

67. Decreto Ley de Emergencia Económica No. 08, Registro Oficial No. 508 de 19 de
agosto de 1994. .j

68. Art. 228 de la Constitución Polftica.1 i.

69. Creada por la Ley Especial de Telecomunicaciones, a la par de EMETEL, Ley No.
184, Registro Oficial No. 996 de 10 de agosto de 1992.

70. Ley No. 10, Registro Oficial No. 30 de 21 de septiembre de 1992.
71. Ley de Cartografía Nacional, Decreto Supremo No. 2686, Registro Oficial No. 643

de4de agosto de 1978.
72. Ley del CLIRSEN, Decreto Supremo No. 2027, Registro Oficial No. 486 de 19 de

diciembre de 1977.
73. Creado por Decreto Supremo No. 642, Registro Oficial No. 108 de 25 de julio de

1972.
74. Creado por Ley No. 169, Registro Oficial No. 995 de 7 de agosto de 1992.
75. Creado por Ley No. 90, Registro Oficial No. 707 de 1 de junio de 1995.
76. Creada por Ley No. 126, Suplemento del Registro Oficial No. 695 de 31 de mayo

de 1991. Suprimida por Decreto Ejecutivo 683, publicado en el Suplemento del Re
gistro Oficial 149 de 16 de marzo de 1999.

77. Creadas por Decreto Supremo No. 290, Registro Oficial No. 67 de 15 de abril de
1976.

78. Creado por Ley No. 165, Registro Oficial No. 984 de 22 de julio de 1992.
79. Creado por Ley No. 8, Registro Oficial No. 27 de 16 de septiembre de 1992. Fu

sionado al Ministerio de Medio Ambiente por Decreto Ejecutivo 505, publicado en
el Registro Oficial 118 de 28 de enero de 1999.

80. Creado por Decreto Supremo No. 2092, Registro Oficial No. 504 de 12 de enero de
1978.

81. Creado por Decreto Supremo No. 992, Registro Oficial No. 245 de 31 de diciem
bre de 1976.

82. Creado por Ley sin, Registro Oficial 44 de 15 de abril de 1997.
83. Creada por Decreto Supremo No. 2672, Registro Oficial No. 645 de 13 de diciem

bre de 1965.
84. Decreto Supremo 944, Registro Oficial No. 139 de 7 de septiembre de 1972. Reso

lución s/n, Registro Oficial No. 496 de 2 de agosto de 1994.
85. Ley sin, Registro Oficial No. 118 de 21 de enero de 1997. Fusionado al Ministerio

de Turismo por Decreto Ejecutivo 412, Registro Oficial 94 de 23 de diciembre de
1998.

86. Decreto Supremo No. 3501, Registro Oficial No. 865 de 2 de julio de 1979.
87. Decreto Legislativo s/n, Registro Oficial No. 262 de 17 de abril de 1945.
88. Decreto Supremo No. 2888-A, Registro Oficial No. 683 de 2 de octubre de 1978.

Suprimido por Decreto Ejecutivo No. 2808, Registro Oficial No. 721 de 21 de ju
nio de 1995.

89. Decreto Supremo No. 3438, Registro Oficial No. 839 de 25 de mayo de 1979.
90. Decreto Legislativo sin, Registro Oficial No. 348 de 23 de octubre de 1941.
91. Decreto Supremo No. 357, Registro Oficial No. 54 de 7 de septiembre de 1970.
92. Decreto Supremo No. 179, Registro Oficial No. 430 de 4 de febrero de 1965. Fu

sionado al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda por Decreto Ejecutivo No.
1820, Registro Oficial No. 461 de 14 de junio de 1994.

93. Decreto Supremo No. 599, Registro Oficial No. 319 de 4 de junio de 1973. Por De
creto Ejecutivo No. 1820, Registro Oficial No. 461 de 14 de junio de 1994, se fu
siona la Junta de la Vivienda al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda.

94. Ley No. 28, Registro Oficial 202 de 1 de junio de 1999.
95. Decreto Ley de Emergencia No. 07, Registro Oficial No. 143 de 18 de febrero de

1961.
96. Art. 153 de la Constitución Polftica; Art. 76 de la Ley Orgánica de la Función Le

gislativa; Art. 5 del Código Civil; Art. 136 de la Ley de Régimen Administrativo;
Art. 207 de la Ley Orgánica de Hacienda traspasado a la Ley de Régimen Adminis
trativo por el Art. 386 de la LOAFYC; Art. 79 de la misma Ley; Arts. 82 y 136 del
Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva; Decreto Su
premo No. 363, Registro Oficial No. 284 de 11 de abril de 1973; Decreto Ejecuti
vo No. 178, Suplemento del Registro Oficial No. 37 de 2 de octubre de 1984, en
tre otros.



ÍLC0gLO’

A()flbÇLJJUL0t(Jj.0rj4’i.,..‘‘.‘.,r,tjU,q.ru

J)LC.I1JO.
9‘-‘-9!)‘

gc!u:JrI3j.1rr’)JJ:I,:‘IJtií‘.J.’IuI(LJ.‘‘í1.’.1
‘‘jiiI

f,,iX-rTVW-‘yi,
‘:/!.I.-

/Lrqt,¡J¡‘r..(,u11’.’r,f.’CGIJq.‘.1i’/-‘‘‘•;.‘‘.1j’ji

‘j.tqc.‘‘u(‘t.u:‘.‘:‘1-q:.cfl’.;

(‘1L’1I’
1q‘

IJ)1’-.’“IT”E“‘
:‘

—J.iro’e)q1wc,T:1I’,9‘;,‘u.,I-’‘(I’I’I:
/.,ii’;

‘(-A/0’‘Kí2RflÉcv’;)‘

“fTíJqc,-‘.LqEu9;.‘4;irc._c(‘iu‘,,

ç.LCuF.icr.rJíT/c)j,’:,u’I’i:cI9,‘:‘—u!,’

)CCLCff)Çi1iJ)C)!Jf’/‘,•\J’’(í)JJ!’T.‘‘j
.,JrIHJIIu

5OfI’fL’.)OI.!1/‘‘IQI¡-jnr,,‘,

!iJ’ÇUI
u‘‘!lUPuuLp’T’(u/(...1‘‘1.!.-.:.;‘..‘‘‘u

-‘(.!(Üb!L!J,‘K’L.’;:
r;,

.u,cu’,

(TI),rJ.G1(,¿Ib1_gBJo,,,.‘
‘‘:-

‘‘-,•uu,:’

•-..‘
.‘‘i’u‘.urju,‘---,,,u 1’.!(juu:!.

.,‘

XnI).c.L6(?H!u(CBJ‘‘
.‘u)I..-‘,‘

u’,

‘&u0q;¡.ji:u’

“f!bL!IJJ’,-’()I)uí.,()f’
,‘,(l,-(,‘‘-‘

01
‘‘

s-’‘,i’‘u—’’.,‘

‘(.‘(1!’..-

yrL’10.tJ’¡,‘Gí1/’
‘

9
_‘•

ruJIljLr.ju‘/‘‘‘((1‘-!‘•,‘,
;‘-u‘

u.p’:J,rJI.1I10’t)(i1)GCLí4’.).fECTUiM)95’1’..u,u’iui,-‘u99C‘(,1

pD’[‘Guu,1J’i/lp,0(pcr9,4c’¡)yíC,;9G•,:.,,,
í!.’!uu,J’’V

‘,‘‘:

lf1t!’11‘\ti()CT1],44J’qr‘‘‘‘

1
1;uuj

1Y’.GC(flhLuK49’fÇf1il.f(‘)TrTTj/u
j‘.

ç.u:’-’u:Jp:.r.‘fr.u

,,,i!,(jr,

Y’ti.”;qi.IOLflCL()1tM,rIU(i,,M’Y3.V’’B(.?l01“!.-‘-,

:-.

‘:(‘7q°Lu(Lr’\II‘ILQ()C19j‘4’fqr,‘sr.pj,9rr,

u
,uu’,9r.riuL()‘.

‘4fu¡XL¡j(;-J.G’fl9rThLC(IT()Ve)’¿),JCfrW(jUJ9/.‘

‘‘•!,,,ÍuuE,Eu’,lr’,uu;

(u1’!(fObrui.¡)(rLC,T0rjbuc,nj(‘,,A’’1,
‘e’’,

,‘ur.T,(,

C¡rJflL)Ol2rJ!¡jL.

‘uorjTrio1P!’!”E’’
)‘(;LG49oboi.r-

‘X’(“Lr,1(r’

9tÇ‘EÇ6T‘0PIA1UoN‘UUfly!PUH

SaIJJ’J1!-°!P3‘OA!iJs!unhIpyo.paIup‘nbuu3‘oswJSeg‘jjj

•L9Z1UTÇJPP‘qo0nH‘zarflfUJfl 8JOHE01
‘I!A!DOJpO3PPL3V‘O1

1L61‘1!DP!PPf

puo1ip3‘oArpisiuupov’ppsoisnb>j‘opuuJjsoprj‘zaIjw1>J1lZJfl‘J

‘61’61‘OpTAUON‘OpJ3SflllOJTS13rnuiduij

u9i3ooA>JpsojaiqosoTpms3un.n3dSflIONoicud‘zpu‘çjjj

‘SUO!fliS‘6LUiJ1961‘wp

nDipjlnf¡rn1oTp3‘SOAiJS!UU1JpVSO3’’sopU9TDUflX3°2H‘ZJflf‘66

‘OpulS3ppooug(OUUONUUI8øP1P68‘IJV‘86
‘HAD0!P9DPP“°PtI‘Ç‘11V‘L6SV10 14J

11P1W’J9;¡


